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1) Según el artículo 5 de la Ley Orgánica 2/2023, las funciones de acreditación y evaluación 
del profesorado universitario, de acreditación institucional, de evaluación de 
titulaciones universitarias, de seguimiento de resultados e informe en el ámbito 
universitario, y de cualquier otra que les atribuyan las leyes estatales y autonómicas, 
corresponden a:  
 
a) El Ministerio de Educación.  
b) La Agencia Nacional de Evaluación de la Calidad y Acreditación y a las agencias de 

evaluación de las Comunidades Autónomas inscritas en el Registro Europeo de Agencias 
de Calidad (EQAR), en el ámbito de sus respectivas competencias.  

c) El Consejo de Gobierno del Estado o de la Comunidad Autónoma correspondiente.  
d) Todas son correctas. 

 
2) El artículo 7 de la Ley Orgánica 2/2023, de 22 de marzo, determina que los títulos 

universitarios de carácter oficial: 
 
a) Deberán inscribirse en el Registro de Títulos Universitarios Oficiales.  
b) Deberán inscribirse en el Registro de Universidades, Centros y Títulos.  
c) Deberán inscribirse en los Registros autonómicos de títulos docentes.  
d) No es necesaria su inscripción en registro alguno. 
 

3) Según el artículo 7 de la Ley Orgánica del Sistema Universitario, los títulos 
universitarios de carácter oficial deberán inscribirse en el Registro de Universidades, 
Centros y Títulos. Esta inscripción tendrá efectos constitutivos respecto de la creación 
de títulos universitarios oficiales y llevará aparejada la consideración inicial de título 
acreditado a los efectos legal y reglamentariamente establecidos. ¿Quién regulará el 
procedimiento y las condiciones para la inscripción de los títulos universitarios?: 
 
a) El Consejo de Universidades.  
b) El Claustro Universitario.  
c) El Gobierno.  
d) El Ministerio de Ciencia e Innovación. 

 
4) Según el artículo 15 de la Ley Orgánica 2/2023, de 22 de marzo, con respecto a la 

Conferencia General de Política Universitaria: 
 
a) Su organización y funcionamiento se establecerán en su reglamento interno, en el marco 

de lo dispuesto en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público. 

b) Podrá proponer que se soliciten informes o estudios del Consejo de Universidades.  
c) Elaborará un informe anual sobre la situación del sistema universitario y su financiación.  
d) Planificará los criterios de coordinación sobre las actividades de evaluación certificación 

y acreditación reguladas en el Titulo V. 
 
 
 
 



5) Según el artículo 21 de la Ley Orgánica del Sistema Universitario, las universidades 
conservarán y protegerán su patrimonio: 
 
a) Histórico, artístico, legal y documental.  
b) Histórico, artístico, cultural y documental.  
c) Material y cultural.  
d) Todas las opciones son verdaderas. 

 
6) Según el artículo 27 de la Ley Orgánica 2/2023, ¿quiénes promoverán programas de 

movilidad e intercambio del estudiantado, del personal docente e investigador y del 
personal técnico, de gestión y de administración y servicios, asegurando la igualdad de 
oportunidades y la no discriminación?: 
 
a) El Gobierno.  
b) Las Comunidades Autónomas.  
c) Las propias universidades.  
d) Las opciones a), b) y c) son correctas. 

 
7) Según el artículo 56 de la Ley Orgánica del Sistema Universitario, las Comunidades 

Autónomas en cuyo territorio se ubiquen las universidades deberán elaborar 
programaciones plurianuales que puedan conducir, en coordinación con las 
universidades, a la aprobación de instrumentos de programación y financiación que 
incluyan los objetivos a conseguir, los recursos financieros para ello y los mecanismos 
de evaluación del grado de consecución de dichos objetivos. Dicha programación 
plurianual deberá incluir los siguientes ejes de financiación: 
 
a) Financiación estructural basal.  
b) Financiación estructural por necesidades singulares.  
c) Financiación por objetivos.  
d) Todas los anteriores son correctos. 

 
8) Según el artículo 57 de la Ley Orgánica 2/2023, del Sistema Universitario, ¿quién puede 

autorizar una operación de endeudamiento de una Universidad?: 
 
a) El Consejo Social.  
b) La Comunidad Autónoma o Administración que corresponda.  
c) El Gobierno.  
d) El Consejo de Coordinación Universitaria. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



9) Según el artículo 57 de la Ley Orgánica 2/2023, el presupuesto de las universidades será 
público, único, equilibrado, y comprenderá la totalidad de sus ingresos y gastos: 
 
a) Las universidades deberán cumplir con las obligaciones establecidas en materia 

presupuestaria respecto de la aprobación de límites de gastos de carácter anual. Los 
presupuestos y sus financiaciones harán una referencia expresa al cumplimiento del 
equilibrio y sostenibilidad financiera.  

b) Las universidades deberán cumplir con las obligaciones establecidas en materia 
presupuestaria respecto de la aprobación de límites de gastos de carácter anual. Los 
presupuestos y sus liquidaciones harán una referencia expresa al cumplimiento del 
equilibrio y sostenibilidad financiera.  

c) Las universidades deberán cumplir con las obligaciones establecidas en materia 
presupuestaria respecto de la aprobación del gasto de carácter anual, y harán una 
referencia expresa al cumplimiento del equilibrio y sostenibilidad financiera.  

d) Las universidades propondrán a la comunidad autónoma el límite máximo de gasto de 
carácter anual que no podrá rebasarse y harán una referencia expresa al cumplimiento del 
equilibrio y sostenibilidad financieros. 

 
10) Según lo previsto en el Título Segundo de los Estatutos de la UAM, la gestión de los 

servicios administrativos y económicos del Centro corresponde: 
 
a) Al Gerente. 
b) Al director del departamento. 
c) A los Administradores Gerentes de Centros. 
d) A los Decanos o Directores de Centro. 

 
11) Según los previsto en el Título Segundo de los Estatutos de la UAM, Informar a la 

comunidad universitaria de sus actividades, es una competencia del: 
 
a) Consejo Social. 
b) Rector. 
c) Las Juntas de Centro. 
d) El Claustro Universitario. 

 
12) Según lo dispuesto en el Título Tercero de los Estatutos de la UAM, el Defensor 

universitario: 
 
a) Es el órgano encargado de la organización y defensa de los derechos de todos los 

miembros de la comunidad universitaria, así como del cumplimiento de sus obligaciones. 
b) Será elegido quien obtenga, en primera vuelta, dos quintos de los votos y, en segunda 

vuelta, de ser necesario, la mayoría de los votos. 
c) Podrá ser elegido Defensor del Universitario cualquier miembro de la comunidad 

universitaria con una trayectoria personal y profesional de acreditada probidad e 
imparcialidad. 

d) La condición de Defensor del Universitario será compatible con el desempeño de 
cualquier cargo de gobierno, representación o administración de la Universidad. 
 

 



13) Según lo dispuesto en el Título Cuarto de los Estatutos de la UAM, 
 
a) Las modificaciones de planes de estudio ya implantados deberán atenerse a la 

correspondiente normativa de la Comunidad de Madrid y deberán proponerse en Consejo 
de Gobierno antes de su comunicación al Consejo Social. 

b) Los precios de matrícula de enseñanzas conducentes a títulos propios serán propuestos 
por la dirección del título correspondiente y aprobados por el Consejo Social. 

c) La concesión del título de Doctor Honoris Causa se hará a propuesta de un Departamento 
o de un 40 por 100 los claustrales y deberá ser aprobada por el Consejo Social, oída la 
Junta de Centro correspondiente y, en su caso, la Junta Consultiva. 

d) Las investigaciones llevadas a cabo en el seno de la Universidad Autónoma de Madrid 
irán encaminadas a promover la carrera de armamentos, de acuerdo con los compromisos 
éticos y políticos asumidos por la comunidad científica. 

 
14) Según lo dispuesto en el Título Quinto de los Estatutos de la UAM, en relación con la 

evaluación en la UAM: 
 
a) La evaluación del rendimiento docente e investigador será efectuada por el Consejo de 

Vicerrectores, que recabará informes de los Decanos, sin perjuicio de los 
correspondientes mecanismos de evaluación que puedan realizar los Departamentos y 
Centros de la Universidad. 

b) Tanto los resultados de las evaluaciones generales como de las particulares estarán a 
disposición de los miembros de los órganos colegiados para su consulta. 

c) Las funciones de evaluación en la UAM corresponden a la Escuela de Doctorado. 
d) Una de las funciones de las comisiones de docencia es valorar los posibles casos de 

solapamiento de contenidos de disciplinas. 
 
15) De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 129 de los Estatutos de la UAM, la defensa y 

representación en juicio de la UAM corresponde a: 
 
a) Los Letrados que formen parte de sus servicios jurídicos, salvo que se encomiende 

singularmente la defensa a Letrados externos para asuntos determinados. La 
representación se otorgará, en su caso, a Procuradores de los Tribunales. 

b) Los funcionarios que formen parte de sus servicios jurídicos, salvo que se encomiende 
singularmente la defensa a Letrados externos para asuntos determinados. La 
representación se otorgará, en su caso, a los secretarios Judiciales en los Tribunales. 

c) Los abogados que formen parte de sus servicios jurídicos, salvo que se encomiende 
singularmente la defensa a abogados externos para asuntos determinados. La 
representación se otorgará, en su caso, a Letrados de los Tribunales. 

d) Los Letrados que formen parte de los servicios jurídicos de la Comunidad Autónoma, 
salvo que se encomiende singularmente la defensa a propios Letrados para asuntos 
determinados. La representación se otorgará, en su caso, a Procuradores de los 
Tribunales. 

 
 
 
 



16) De acuerdo con el artículo 126 de los Estatutos de la UAM, entre las potestades y 
prerrogativas que ostenta la UAM propias de la Administración se encuentran: 
 
a) La presunción de legalidad y la autonomía financiera de sus actos. 
b) La potestad de reglamentación de su actividad, propio funcionamiento y organización. 
c) La potestad de exigir la responsabilidad dentro de los límites establecidos en la Ley 

Orgánica de Universidades y en los presentes Estatutos. 
d) Las facultades que reconoce a las distintas Administraciones Públicas la vigente 

legislación sobre convenios administrativos. 
 

17) Según el artículo 3 de la Ley 39/2015, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, tendrán capacidad de obrar ante las Administraciones 
Públicas los menores de edad: 
 
a) Para el ejercicio y defensa de aquellos de sus derechos e intereses cuya actuación esté 

permitida por el ordenamiento jurídico sin la asistencia de la persona que ejerza la patria 
potestad, tutela o curatela.  

b) Para el ejercicio y defensa de aquellos de sus derechos e intereses cuya actuación esté 
prohibida por el ordenamiento jurídico con la asistencia de la persona que ejerza la patria 
potestad, tutela o curatela.  

c) Se exceptúa el supuesto de los menores discapacitados, cuando la extensión de la 
incapacitación afecte al ejercicio y defensa de los derechos o intereses de que se trate. 

d) Se exceptúa el supuesto de los menores incapacitados, cuando la extensión de la 
incapacitación no afecte al ejercicio y defensa de los derechos o intereses de que se trate. 

 
18) Según el artículo 6 de la Ley 39/2015, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas en relación con los registros electrónicos de apoderamientos, 
los poderes que se inscriban en los registros electrónicos generales y particulares de 
apoderamientos deberán corresponder a alguna de las siguientes tipologías: 
 
a) Un poder global para que el apoderado pueda actuar en nombre del poderdante en 

cualquier actuación administrativa y ante cualquier Administración. 
b) Un poder para que el apoderado pueda actuar en nombre del poderdante en cualquier 

actuación administrativa ante una Administración u Organismo concreto. 
c) Un poder general para que el apoderado pueda actuar en nombre del poderdante 

únicamente para la realización de los trámites especificados en el poder. 
d) El apoderamiento «apud acta» se otorgará mediante comparecencia presencial en la 

correspondiente sede electrónica. 
 
 
 
 
 
 
 
 



19) De acuerdo con el artículo 9 de la Ley 39/2015, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, los interesados podrán identificarse 
electrónicamente ante las Administraciones Públicas a través de: 
 
a) Sistemas basados en certificados electrónicos cualificados de firma electrónica expedidos 

por prestadores incluidos en la ‘‘Lista de confianza de prestadores de servicios de 
cualificación”. 

b) Sistemas basados en certificados electrónicos cualificados de sello electrónico expedidos 
por prestadores incluidos en la ‘‘Lista de confianza de prestadores de servicios de 
cualificación”. 

c) Cualquier otro sistema que las Administraciones públicas consideren válido en los 
términos y condiciones que se establezca, siempre que cuenten con un registro previo 
como usuario que permita garantizar su identidad.  

d) La admisión de alguno de estos sistemas por la Administración General del Estado servirá 
para cualificar frente a todas las Administraciones Públicas, salvo prueba en contrario, la 
identificación electrónica de los interesados en el procedimiento. 

 
20) De conformidad con el artículo 30 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en relación con el cómputo de 
plazos en el procedimiento administrativo: 
 
a) Siempre que por Ley o en el Derecho de la Unión Europea no se exprese otro cómputo, 

cuando los plazos se señalen por días, se entiende que éstos son naturales, excluyéndose 
del cómputo los sábados, los domingos y los declarados festivos.  

b) Los plazos expresados en días se contarán a partir del día en que tenga lugar la 
notificación o publicación del acto del que se trate, o desde aquel en que se produzca la 
estimación o la desestimación por silencio administrativo.  

c) El plazo concluirá el mismo día en que se produjo la notificación, publicación o silencio 
administrativo en el mes o el año de vencimiento. 

d) Cuando un día fuese hábil en el municipio o Comunidad Autónoma en que residiese el 
interesado, e inhábil en la sede del órgano administrativo, o a la inversa, se considerará 
hábil en todo caso. 
 

21) Según el artículo 21 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, en los procedimientos iniciados 
de oficio, el cómputo para el plazo de resolución o notificación, se contarán desde: 
 
a) La fecha del acuerdo de iniciación.  
b) La fecha en que se presente la solicitud.  
c) La fecha en que la solicitud haya tenido entrada en el registro electrónico de la 

Administración u Organismo competente para su tramitación.  
d) La fecha en que la solicitud ha sido recibida por el órgano competente. 

 
 
 
 
 
 



22) De acuerdo con el artículo 41 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas: 
 
a) Las notificaciones se practicarán preferentemente por medios electrónicos y, en todo 

caso, cuando el interesado resulte obligado a recibirlas por esta vía.  
b) Las notificaciones se practicarán preferentemente por medios no electrónicos, salvo que 

el interesado resulte obligado a recibirlas de manera electrónica.  
c) Las notificaciones se practicarán preferentemente por medios electrónicos, pero en 

ningún caso se podrá obligar al interesado a recibirlas por esta vía.  
d) Las notificaciones se practicarán preferentemente por medios no electrónicos, salvo que 

el interesado haya optado por ser notificado mediante medios electrónicos. 
 
23) Según el artículo 51 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas: 
 
a) El acto de convalidación producirá efecto desde su fecha no pudiendo otorgarse efectos 

retroactivos.  
b) La Administración podrá convalidar los actos nulos subsanando los vicios de que 

adolezcan.  
c) La Administración no podrá convalidar un acto viciado cuando el vicio consista en la 

falta de una autorización.  
d) El órgano que declare la nulidad o anule las actuaciones dispondrá siempre la 

conservación de aquellos actos y trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual de 
no haberse cometido la infracción. 

 
24) Según el artículo 72 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas: 
 
a) En cualquier momento del procedimiento, cuando la Administración considere que 

alguno de los actos de los interesados no reúne los requisitos necesarios, lo pondrá en 
conocimiento de su autor, concediéndole un plazo de diez días para cumplimentarlo.  

b) El procedimiento, sometido al principio de celeridad, se impulsará de oficio en todos sus 
trámites y a través de medios electrónicos, respetando los principios de transparencia y 
publicidad.  

c) Al solicitar los trámites que deban ser cumplidos por otros órganos, deberá consignarse 
en la comunicación cursada el plazo legal establecido al efecto.  

d) El procedimiento se impulsará de oficio en todos sus trámites y a través de medios 
electrónicos, respetando los principios de celeridad, transparencia y publicidad. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 



25) Conforme al artículo 123 de la Ley 39/2015, del Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas: 
 
a) Los actos administrativos firmes podrán ser recurridos potestativamente en reposición.  
b) El recurso potestativo de reposición se interpone ante el superior jerárquico del órgano 

que lo hubiera dictado.  
c) Los actos administrativos que pongan fin a la vía administrativa no podrán ser recurridos 

potestativamente en reposición. 
d) Los actos administrativos que pongan fin a la vía administrativa podrán ser recurridos 

potestativamente en reposición.  
 
26) Según lo dispuesto en el artículo 7 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 

Jurídico del Sector Público, 
 
a) La Administración consultiva podrá articularse mediante órganos específicos dotados de 

autonomía orgánica y funcional con respecto a la Administración activa, o a través de los 
servicios de esta última que prestan asistencia jurídica. 

b) Las resoluciones administrativas que se adopten por la administración consultiva 
indicarán expresamente esta circunstancia y se considerarán dictadas por el órgano 
consultante. 

c) La Administración consultiva podrá articularse mediante órganos especiales dotados de 
autonomía económica y material con respecto a la Administración de origen, o a través 
de los servicios de esta última que prestan asistencia técnica. 

d) El acuerdo de delegación de competencias atribuidas a la administración consultiva, para 
cuyo ejercicio se requiera un quórum o mayoría especial, deberá adoptarse observando, 
en todo caso, dicho quórum o mayoría. 

 
27) Según lo dispuesto en el artículo 27 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 

Jurídico del Sector Público, en relación con la potestad sancionadora: 
 
a) Las disposiciones administrativas definidoras de infracciones y sanciones no serán 

susceptibles de aplicación morfológica. 
b) Únicamente por la comisión de infracciones administrativas podrán imponerse sanciones 

que, en todo caso, estarán delimitadas por las disposiciones reglamentarias de desarrollo. 
c) Las normas definidoras de infracciones y sanciones serán susceptibles de aplicación 

analógica. 
d) Sólo constituyen infracciones administrativas las vulneraciones del ordenamiento 

jurídico previstas como tales infracciones por una Ley. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



28) Según lo dispuesto en el artículo 30 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público, en relación con la potestad sancionadora: 
 
a) Interrumpirá la prescripción de las infracciones la iniciación, con conocimiento del 

interesado, de un procedimiento administrativo de naturaleza administrativa, 
reiniciándose el plazo de prescripción si el expediente administrativo estuviera paralizado 
durante más de un mes por causa no imputable al presunto culpable. 

b) Interrumpirá la prescripción de las sanciones la iniciación, con conocimiento del 
interesado, del procedimiento sancionador, volviendo a transcurrir el plazo si aquél está 
paralizado durante más de un mes por causa no imputable al malhechor. 

c) Interrumpirá la prescripción de las infracciones la iniciación, con conocimiento del 
interesado, de un procedimiento administrativo de naturaleza sancionadora, reiniciándose 
el plazo de prescripción si el expediente sancionador estuviera paralizado durante más de 
un mes por causa no imputable al presunto responsable. 

d) Interrumpirá la prescripción de las sanciones la incoación, con conocimiento del 
interesado, del procedimiento de ejecución, volviendo a transcurrir el plazo si aquél está 
paralizado durante más de dos meses por causa no imputable al infractor. 

 
29) Según lo dispuesto en el artículo 32 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 

Jurídico del Sector Público, los particulares tendrán derecho a ser indemnizados por las 
Administraciones Públicas. 
 
a) De toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, siempre que la lesión 

sea efectiva, evaluable económicamente e individualizado con relación a una persona o 
grupo de personas.  

b) De toda lesión que sufran en su patrimonio, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento normal o anormal de la administración pública. 

c) De toda lesión que sufran en sus bienes y derechos como consecuencia de la aplicación 
de actos legislativos de naturaleza no expropiatoria de derechos que no tengan el deber 
jurídico de soportar cuando así se establezca en los propios actos legislativos y en los 
términos que en ellos se especifiquen. 

d) De toda lesión que sufran en su patrimonio como consecuencia de la aplicación de leyes 
de naturaleza expropiatoria de derechos que no tengan el deber jurídico de soportar 
cuando así se establezca en las propias leyes y en los términos que en ellas se 
especifiquen. 

 
30) Según lo dispuesto en el artículo 32 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 

Jurídico del Sector Público, la indemnización se calculará con arreglo a los criterios de 
valoración establecidos: 
 
a) En la legislación fiscal, del procedimiento de apremio y demás normas aplicables, 

ponderándose, en su caso, las valoraciones predominantes en los seguros de automóvil. 
b) En la legislación de seguridad social, de expropiación forzosa y demás normas aplicables, 

ponderándose, en su caso, las valoraciones predominantes en el mercado.  
c) En la legislación mercantil, de expropiación forzosa y demás normas aplicables, 

ponderándose, en su caso, las valoraciones predominantes en el mercado.  
d) En la legislación fiscal, de expropiación forzosa y demás normas aplicables, 

ponderándose, en su caso, las valoraciones predominantes en el mercado.  



31) Según lo dispuesto en el artículo 44 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público, en relación con el Intercambio electrónico de datos en 
entornos cerrados de comunicación: 
 
a) Los documentos electrónicos transmitidos en entornos cerrados de comunicaciones 

establecidos entre Administraciones Públicas, órganos, organismos públicos y entidades 
de derecho público, serán considerados válidos a efectos de autenticación e identificación 
de los emisores y receptores. 

b) Cuando los participantes en las comunicaciones pertenezcan a una misma Administración 
Pública, ésta determinará las condiciones y garantías por las que se regirá que, al menos, 
comprenderá la relación de datos e informes autorizados y la naturaleza de los emisores 
a enviar. 

c) Cuando los participantes en las comunicaciones pertenezcan a distintas 
Administraciones, las condiciones y garantías por las que se regirán se establecerán 
mediante contrato administrativo suscrito entre aquellas. 

d) En todo caso deberá garantizarse la protección del entorno cerrado de comunicaciones y 
la seguridad de los datos que se transmitan. 
 

32) Según lo dispuesto en el artículo 46 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público, los medios o soportes en que se almacenen documentos, 
deberán contar con medidas de seguridad, de acuerdo con lo previsto en el Esquema 
Nacional de Seguridad, que garanticen: 
 
a) La integridad, autenticidad, confidencialidad, calidad, protección y conservación de los 

documentos almacenados. 
b) La identidad e integridad de la información necesaria para reproducirlo. 
c) La identificación de los usuarios y el control de accesos, el cumplimiento de las garantías 

previstas en la legislación de protección de datos, así como la recuperación y 
conservación a largo plazo de los documentos electrónicos. 

d) La posibilidad de trasladar los datos a otros formatos y soportes que garanticen el acceso 
desde diferentes aplicaciones. 
 

33) Según lo dispuesto en el artículo 47 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público, no tienen la consideración de convenios: 
 
a) Los interadministrativos firmados entre dos o más Administraciones Públicas. 
b) Los intradministrativos firmados entre organismos públicos y entidades de derecho 

público vinculados o dependientes de una misma Administración Pública. 
c) Los no constitutivos ni de Tratado internacional, ni de Acuerdo internacional 

administrativo, ni de Acuerdo internacional no normativo, firmados entre las 
Administraciones Públicas y los órganos, organismos públicos o entes de un sujeto de 
Derecho internacional, que estarán sometidos al ordenamiento jurídico interno que 
determinen las partes. 

d) Los Protocolos Generales de Actuación o instrumentos similares que comporten meras 
declaraciones de intención de contenido general o que expresen la voluntad de las 
Administraciones y partes suscriptoras para actuar con un objetivo común, siempre que 
no supongan la formalización de compromisos jurídicos concretos y exigibles. 

 



34) Según lo dispuesto en el artículo 48 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público, los convenios suscritos por la Administración General del 
Estado o alguno de sus organismos públicos o entidades de derecho público vinculados 
o dependientes resultarán eficaces: 
 
a) Una vez publicados en el plazo de 10 días hábiles desde su formalización en el «Boletín 

Oficial del Estado». 
b) Una vez inscritos, en el plazo de 5 días hábiles desde su formalización, en el Registro 

Electrónico estatal de Órganos e Instrumentos de Cooperación del sector público estatal. 
c) Una vez formalizados los compromisos financieros por los órganos con competencia en 

materia financiera. 
d) A los veinte días de su publicación el «Boletín Oficial del Estado». 

 
35) De acuerdo con el artículo 3 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, la 

Unión dispondrá de competencia exclusiva en: 
 
a) La política de defensa de los Estados miembros. 
b) La unión aduanera. 
c) La política educativa de los Estados miembros. 
d) La gestión de los sistemas de salud de los Estados miembros. 

 
36) Según el artículo 6 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, ¿En cuál de 

los siguientes ámbitos la Unión Europea tiene competencia para apoyar, coordinar o 
complementar la acción de los Estados miembros? 
 
a) La política monetaria. 
b) La defensa nacional. 
c) La educación, la formación profesional, la juventud y el deporte. 
d) La política exterior. 

 
37) De acuerdo con el artículo 15 del Tratado de la Unión Europea, ¿quién asumirá la 

representación exterior de la Unión Europea en asuntos de política exterior y seguridad 
común? 
 
a) El presidente del Consejo Europeo.  
b) El presidente de la Comisión.  
c) Alto Representante de la Unión para Asuntos Exteriores y Política de Seguridad.  
d) El Consejo Europeo en su conjunto.  

 
38) Según el artículo 22 del Tratado de la Unión Europea, los intereses y objetivos 

estratégicos de la Acción Exterior de la Unión serán establecidos por: 
 
a) El Consejo en su formación de Asuntos Exteriores.  
b) El Parlamento Europeo.  
c) El Alto Representante de la Unión para Asuntos Exteriores y Política de Seguridad.  
d) El Consejo Europeo. 

 



39) De conformidad con el artículo 19 del Tratado de la Unión Europea, el Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea: 
 
a) Se dividirá en Secciones por razón de su especialidad.  
b) Tiene su sede en La Haya.  
c) Estará formado por seis magistrados.  
d) Comprenderá el Tribunal de Justicia, el Tribunal General y los tribunales especializados. 

 
40) De acuerdo con el artículo 13.1 del Tratado de la Unión Europea, La Unión dispone de 

un marco institucional que tiene como finalidad promover sus valores, perseguir sus 
objetivos, defender sus intereses, los de sus ciudadanos y los de los Estados miembros, 
así como garantizar la coherencia, eficacia y continuidad de sus políticas y acciones. 
Según el citado artículo, de las siguientes, ¿cuál de ellas no es una institución de la Unión 
Europea? 
 
a) El Parlamento Europeo.  
b) La Comisión Europea. 
c) El Consejo de Europa.  
d) El Tribunal de Justicia de la Unión Europea. 

 
41) De acuerdo con el artículo 289 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. el 

procedimiento legislativo ordinario en la Unión Europea consiste en: 
 
a) La adopción conjunta por el Parlamento Europeo y el Consejo, a propuesta de la 

Comisión, de un reglamento, una directiva o una decisión.  
b) La adopción conjunta por el Parlamento Europeo y el Consejo, a propuesta de la 

Comisión, de un reglamento, una directiva, una decisión, una recomendación o un 
dictamen.  

c) La aprobación exclusivamente por el Parlamento Europeo solamente de un reglamento o 
una directiva.  

d) La adopción exclusivamente por el Consejo de un reglamento, una directiva, o una 
decisión. 

 
42) El Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea establece en su artículo 229 que: 

 
a) El Parlamento Europeo celebrará cada año dos períodos de sesiones.  
b) El Parlamento Europeo celebrará dos veces por semestre un período de sesiones.  
c) El Parlamento Europeo celebrará cada año un período de sesiones.  
d) El Parlamento Europeo celebrará dos veces por semestre dos períodos de sesiones.  

 
43) Según el artículo 16 del Tratado de la Unión Europea, el Consejo de la Unión Europea, 

ejercerá conjuntamente con el Parlamento Europeo, la función: 
 
a) Únicamente legislativa.  
b) Únicamente presupuestaria. 
c) Legislativa y la función presupuestaria.  
d) De orientación y dirección general de la UE. 

 



44) Según el artículo 16 de La Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos 
Laborales, quién deberá asegurarse de la efectiva ejecución de las actividades 
preventivas incluidas en la planificación: 
 
a) El empresario.  
b) El servicio de prevención propio que ha elaborado el plan de prevención.  
c) El comité de seguridad y salud, o, en su defecto, los delegados de prevención.  
d) La Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 

 
45) Los instrumentos esenciales para la gestión y aplicación del plan de prevención de 

riesgos, que podrán ser llevados a cabo por fases de forma programada, según el artículo 
16 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, son: 
 
a) Los niveles de siniestralidad y las medidas preventivas.  
b) La evaluación de riesgos laborales y la planificación de la actividad preventiva.  
c) La valoración de los riesgos laborales y las actividades de los servicios de prevención.  
d) Las actividades de prevención y los controles periódicos. 

 
46) Según el artículo 18 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de Riesgos 

Laborales, aun cuando la empresa cuente con representantes de los trabajadores, 
 
a) Los trabajadores no recibirán información sobre los riesgos en el trabajo, sino que se 

informará a sus representantes.  
b) Los trabajadores recibirán información de los riesgos específicos que afecten a sus 

puestos de trabajo, no de los que afecten a la empresa en su conjunto.  
c) Toda información sobre riesgos que recibe el trabajador se proporcionará por escrito en 

el momento de la contratación.  
d) Deberá informarse directamente a cada trabajador de los riesgos específicos que afecten 

a su puesto de trabajo o función y de las medidas de protección y prevención aplicables 
a dichos riesgos. 

 
47) Según el artículo 29 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de Riesgos 

Laborales, es obligación del trabajador: 
 
a) Proveerse de los medios y equipos de protección necesarios para su seguridad.  
b) Cooperar con el empresario para que éste pueda garantizar unas condiciones de trabajo 

que sean seguras.  
c) Poner fuera de funcionamiento y utilizar correctamente los dispositivos de seguridad 

existentes.  
d) Evaluar los planes y programas de prevención de riesgos en la empresa. 

 
 
 
 
 
 



48) De acuerdo con el artículo 30 de la Ley 31/1995, de Prevención de Riesgos Laborales, los 
trabajadores designados para velar por el cumplimiento del deber de prevención de 
riesgos profesionales: 
 
a) Deben guarden sigilo profesional sobre la información relativa a su puesto de trabajo. 
b) Dispondrán de un número de horas determinadas para el cumplimiento de este deber.  
c) Los trabajadores designados colaborarán entre sí y, en su caso, con el Inspector de trabajo 

y seguridad social. 
d) No podrán sufrir ningún perjuicio derivado de sus actividades de protección y prevención 

de los riesgos profesionales en la empresa.  
 

49) De acuerdo con el artículo 32 de la ley 31/1995, de 8 de noviembre, en cuanto a las 
actividades mercantiles de prevención, 
 
a) Las funciones correspondientes a los servicios de prevención ajeno se podrán desarrollar 

por compañías de seguros. 
b) Las funciones correspondientes a los servicios de prevención ajeno se podrán desarrollar 

por la Tesorería General de la Seguridad Social. 
c) Las funciones correspondientes a los servicios de prevención ajeno se podrán desarrollar 

por la Mutuas de Colaboradoras de la Seguridad Social, o participar con cargo a su 
patrimonio histórico en una sociedad mercantil cuyo objeto figure la actividad de 
prevención. 

d) Las funciones correspondientes a los servicios de prevención ajeno no se podrán 
desarrollar por la Mutuas de Colaboradoras de la Seguridad Social, ni participar con cargo 
a su patrimonio histórico en una sociedad mercantil cuyo objeto figure la actividad de 
prevención. 

 
50) Según el artículo 42 de La Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos 

Laborales, el incumplimiento por los empresarios de sus obligaciones en materia de 
prevención de riesgos laborales dará lugar a: 
 
a) Únicamente se pueden derivar las responsabilidades civil y penal. 
b) Se pueden derivar las responsabilidades administrativa y civil, pero no la penal. 
c) Únicamente se pueden derivar las responsabilidades administrativa y penal, pero no la 

civil. 
d) Responsabilidades administrativas, así como, en su caso, a responsabilidades penales y a 

las civiles por los daños y perjuicios que puedan derivarse de dicho incumplimiento. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



51)  De conformidad con artículo 20 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, 
acceso a la información pública y buen gobierno, ¿es posible ampliar el plazo para 
notificar al solicitante la resolución en la que se le conceda o deniegue el acceso a la 
información pública?: 

 
a) No, el plazo inicial no se puede ampliar. 
b) Si, se puede ampliar en un mes más en el caso de que el volumen o la complejidad 

de la información que solicita así lo hagan necesario y previa notificación al 
solicitante. 

c) Sí, se puede ampliar en dos meses más en el caso de que el volumen o la complejidad 
de la información que se solicita así lo hagan necesario y previa notificación al 
solicitante, bastando con indicar los motivos de la ampliación en la resolución final 
que se le notifique. 

d) Si, se puede ampliar en 15 dias más en el caso de que el volumen o la complejidad 
de la información que se solicita así lo hagan necesario y previa notificación. 
 

52) Según el artículo 18 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 
información pública y buen gobierno, se inadmitirán a trámite, mediante resolución 
motivada, las solicitudes de acceso a la información pública: 

 
a) Relativas a datos acerca del origen racial, la salud o la vida sexual de terceras 

personas. 
b) Relativas a creencias religiosas o ideologías políticas de terceras personas. 
c) Que se refieran a información que esté en curso de elaboración o de publicación 

general. 
d) Relativas a información para cuya divulgación no sea necesaria una acción previa de 

reelaboración. 
 

53) De acuerdo con el artículo 11 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, 
acceso a la información pública y buen gobierno, ¿cuál de los siguientes Principios 
técnicos a los que debe adecuarse el Portal de la Transparencia desarrollado por la 
Administración del Estado es INCORRECTO?: 
 

a)   Accesibilidad. 
b)   Reutilización. 
c)   Usabilidad. 
d)   Interoperabilidad. 
 

54) En que instancias se tomarán en cuenta las diferentes necesidades de mujeres y hombres 
y las acciones necesarias para abordarlas de manera adecuada según su formulación, 
desarrollo y evaluación? 
 

a)   En las estrategias de salud. 
b)   En los programas de salud. 
c)   En las políticas de salud. 
d)   Todas las respuestas son correctas. 

 
 
 
 
 



55) La Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para igual efectiva de mujeres y hombre, tiene 
por objeto:  
 

a)   Hacer efectivo el derecho de igualdad de trato y oportunidades entre mujeres y 
hombres. 
b)   Promover las condiciones para que la igualdad del individuo y de los grupos en que 
se integra sean reales y efectivas. 
c)   El pleno reconocimiento de la igualdad formal ante la Ley. 
d)   Combatir todas las manifestaciones de discriminación directa o indirecta, por razón 
de sexo. 
 

56) El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres supone la ausencia de toda 
discriminación, directa o indirecta, por razón de sexo, y especialmente, las derivadas de: 
 

a)   La maternidad. 
b)   La asunción de obligaciones familiares. 
c)   El estado civil. 
d)   Todas son correctas. 

 
57) Los actos y las cláusulas de los negocios jurídicos que constituyan o causen 

discriminación por razón de sexo, se consideraran: 
 

a)   Anulables. 
b)   Nulos y sin efectos. 
c)   Irregulares. 
d )  Revisables. 

 
58) Según la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de datos y garantía de 

derechos digitales, los responsables y encargados del tratamiento de datos así como 
todas las personas que intervengan en cualquier fase de este estarán sujetas al deber de: 
 

a)   Custodia. 
b)   Cuidado. 
c)   Confidencialidad. 
d)   Sigilo. 

 
59) Según la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de datos y garantía de 

derechos digitales, se entiende por consentimiento del afectado toda manifestación de 
voluntad libre, específica, informada e inequívoca por la que este acepta: 
 

a)   Necesariamente mediante una declaración el tratamiento de datos personales que le 
conciernen. 
b)   Mediante una probable acción afirmativa, el tratamiento de datos personales que le 
conciernen. 
c)   Mediante una declaración o una clara acción afirmativa, el tratamiento de datos 
personales que le conciernen. 
d)   Mediante una declaración o una probable acción afirmativa, el tratamiento de datos 
personales que le conciernen. 

 
 
 
 
 



60) Según la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de datos y garantía de 
derechos digitales, el tratamiento de los datos personales de un menor de edad 
únicamente podrá fundarse en su consentimiento cuando sea: 
 

a)   Mayor de 13 años. 
b)   Mayor de 14 años. 
c)   Mayor de 16 años. 
d)   Mayor de 18 años. 

 
 

 
PREGUNTAS DE RESERVA 

 
61) Según el artículo 16 de la Ley Orgánica del Sistema Universitario, el Consejo de 

Universidades es: 
 
a) El órgano de cooperación y coordinación de la política universitaria entre las distintas 

Administraciones Públicas.  
b) El máximo órgano de representación y participación de la comunidad universitaria.  
c) El órgano de coordinación académica del sistema universitario español, así como de 

cooperación, consulta y propuesta en materia universitaria.  
d) El órgano de participación, deliberación y consulta de las y los estudiantes universitarios 

ante el Ministerio de Universidades. 
 
62) Según el artículo 18 de los Estatutos de la UAM: 

 
a) Las decisiones de los órganos colegiados de la Universidad prevalecerán siempre sobre 

las de los Centros y Departamentos, y las de los órganos colegiados sobre las de los 
unipersonales, salvo en aquellos supuestos expresamente reconocidos por la legislación 
vigente. 

b) Los conflictos de retribuciones que pudieran surgir entre órganos de distinto o del mismo 
rango jerárquico serán resueltos por el superior a ambos, exceptuados aquellos de carácter 
abusivo, y, en su ausencia, por el Gerente. 

c) Las decisiones de los órganos generales de la Universidad prevalecerán siempre sobre las 
de los órganos colegiados, y las de los Centros y Departamentos sobre las de los 
unipersonales, salvo en aquellos supuestos expresamente reconocidos por la legislación 
vigente. 

d) Los conflictos de atribuciones que pudieran surgir entre órganos de distinto o del mismo 
rango jerárquico serán resueltos por el superior a ambos, exceptuados aquellos de carácter 
consultivo, y, en su ausencia, por el Rector. 

 
 
 
 
 
 
 
 



63) Según el artículo 5 de la Ley 39/2015, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas: 
 
a) La representación podrá acreditarse mediante cualquier medio válido que deje constancia 

de su existencia  
b) El documento electrónico que acredite el resultado de la consulta al registro electrónico 

de apoderamientos correspondiente tendrá la condición de acreditación a estos efectos.  
c) Se entenderá acreditada la representación realizada mediante apoderamiento en el acto 

efectuado por comparecencia del representante o comparecencia electrónica en la 
correspondiente sede electrónica. 

d) El interesado no podrá comparecer por sí mismo en un procedimiento en el que haya 
designado representante. 

 
64) Según lo dispuesto en el artículo 5 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 

Jurídico del Sector Público, 
 
a) Tendrán la consideración de órganos administrativos los departamentos administrativos 

a los que se les atribuyan tareas que tengan efectos jurídicos frente a terceros, o cuya 
actuación tenga carácter normativo. 

b) Tendrán la consideración de órganos administrativos las unidades administrativas a las 
que se les atribuyan funciones que tengan efectos jurídicos frente a terceros, o cuya 
actuación tenga carácter preceptivo. 

c) No podrán crearse nuevos órganos que supongan duplicación de otros ya existentes si al 
mismo tiempo no se omite o acorta debidamente las tareas de estos.  

d) Tendrán la consideración de órganos administrativos las unidades administrativas a las 
que se les atribuyan competencias que tengan efectos económicos frente a terceros, o 
cuya actuación tenga carácter legal. 

 
65) Según el artículo 15 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, tendrá 

derecho a acceder a los documentos de las instituciones, órganos y organismos de la 
Unión: 
 
a) Todos los funcionarios de las instituciones de la Unión Europea. 
b) Todo ciudadano de la Unión, así como toda persona física o jurídica empadronada en un 

Estado miembro. 
c) Los ciudadanos empadronados en el Estado miembro en que se encuentre la 

documentación a la que se pretenda tener acceso. 
d) Todo ciudadano de la Unión, así como toda persona física o jurídica que resida o tenga 

su domicilio social en un Estado miembro. 
 
66) De conformidad con lo dispuesto en el artículo 35.2 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, 

de prevención de Riesgos Laborales en una empresa de 2.001 a 3.000 trabajadores serán 
designados: 
 
a) 5 Delegados de Prevención.  
b) 6 Delegados de Prevención.  
c) 7 Delegados de Prevención.  
d) 8 Delegados de Prevención.  



67) Según el artículo 32 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 
información pública y buen gobierno, ¿cuándo prescriben las sanciones impuestas por 
la comisión de infracciones graves?: 
 
a)  Al año. 
b)  A los dos años. 
c)  A los tres años. 
d)  A los cinco años. 

 
68) Respecto al acoso sexual y acoso por razón de sexo, SEÑALE LA AFIRMACION 

CORRECTA: 
 
a)  Constituye acoso sexual cualquier comportamiento realizado en función del sexo de una  

persona, con el propósito de atentar contra su dignidad y de crear un entorno  
intimidatorio, degradante u ofensivo. 

b)  Constituye acoso por razón de sexo cualquier comportamiento, verbal o físico, de     
naturaleza sexual que tenga el propósito o produzca el efecto de atentar contra la dignidad  
de una persona, en particular cuando se crea un entorno intimidatorio, degradante u 
ofensivo. 

c)  El acoso sexual y el acoso por razón de sexo se considerarán discriminatorios 
     cuando así lo determine un juez. 
e) Ninguna es correcta. 
 

 
69) Según la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de datos y garantía de 

derechos digitales, el tratamiento de datos personales relativos a condenas e infracciones 
penales, solo podrá llevarse a cabo cuando se encuentre amparado en: 
 

a)  Una norma de Derecho de la Unión. 
b)  En esta ley orgánica. 
c)  En normas de rango legal. 
d)  Todas son correctas. 
 

70) Según la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de datos y garantía de 
derechos digitales, la información básica del tratamiento de datos deberá contener, al 
menos: 
 

a)  La identidad del responsable del tratamiento y de su representante, en su caso. 
b)  La finalidad del tratamiento. 
c)  La posibilidad de ejercer los derechos establecidos en los artículos 15 a 22 del   
Reglamento (UE) 2016/679. 
d)  Todas son correctas. 
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